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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 11 de junio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Genoud, Hitters, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 96.356, "Lasarte, Gladys Noemí contra Rodrigo, Pablo Omar. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Sala II de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Mar del Plata confirmó respecto de los agravios de la parte actora, el decisorio que había rechazado la demanda (fs. 678/684).


Se interpuso, por la actora, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


I. La Cámara confirmó el fallo que había desestimado la pretensión.


Basó su decisión, en lo que interesa al recurso, en que:


El concubinato es la unión permanente de un hombre y una mujer que sin estar unidos en matrimonio mantienen una comunidad de habitación y de vida de modo similar a la que existe entre cónyuges (fs. 680/681).


La accionante no ha demostrado la existencia de concubinato, ello porque la información sumaria de fs. 9, además de haberse llevado a cabo sin contralor de la contraria sólo contiene idénticas y generales respuestas provenientes de testigos que se encuentran enmarcados en el art. 439 inc. 4 del Código Procesal Civil y Comercial (fs. 681 vta.).


El incidente nº 9489, que padece de las mismas fallas procesales que obstaculizan su admisión como prueba ‑violación a los principios de bilateralidad y defensa‑, sólo demuestra que la actora percibió un beneficio proveniente de la A.F.J.P. en virtud de haber sido designada beneficiaria por la víctima.


La pericia psicológica se elaboró en base a manifestaciones de la interesada, detalle que le quita solidez para adquirir calidad de probanza idónea (fs. 681 vta.).


A cada pedido de audiencia para el beneficio de litigar sin gastos, el juzgador accedió sin que la accionante hiciera comparecer a los testigos propuestos, los que fueron traídos luego de dictada la sentencia. Dicha prueba, además de no aportar datos concretos y precisos sobre el punto, no puede ser entendida como elemento de peso para lograr el fin perseguido (fs. 682).


II. Contra esta decisión se alza la actora, denunciando la conculcación de los arts. 384, 391, 456, 474 del Código Procesal Civil y Comercial; 979 incs. 1 y 2 del Código Civil. Aduce la existencia de absurdo en el pronunciamiento. Hace reserva del caso federal.


Expresa en suma que:


1) Las personas que atestiguaron en la información sumaria sobre la calidad de concubina de la accionante lo hicieron en calidad de amigos de la familia y no de amigos íntimos como lo expresa la sentencia recurrida (fs. 690 vta.).


2) Las declaraciones vertidas por estos testigos se hallan corroboradas por otras constancias probatorias, como las obrantes en la causa penal, el hecho de ser beneficiaria de la póliza del seguro de vida y de pensionada del fallecido. La calidad de concubina se encuentra probada y fundada en hechos reales, sin perjuicio de lo cual el fallo desecha las testimoniales que dan cuenta del concubinato público y notorio que ostentaba, y a pesar de que los testigos del beneficio de litigar sin gastos no fueron impugnados (fs. 692/692 vta.).


3) La Cámara, arbitrariamente, quita valor probatorio a la pericia psicológica sin dar razones suficientes del apartamiento, representando éste el ejercicio de su sola voluntad (fs. 692 vta.).


III. Entiendo que no le asiste razón al recurrente en sus planteos.


Esta Corte ha puntualizado que el hecho de que las partes no hayan estado vinculadas por un matrimonio de carácter civil puede tener otros efectos, pero no el de dejar sin respuesta un pedido de resarcimiento, conforme al principio fundamental en todo derecho de resarcir el daño causado y que nuestro ordenamiento ha recogido de modo prioritario (arts. 1109 y concs. del Código Civil; conf. Ac. 54.867, sent. del 15‑XII‑1998 en "D.J.B.A." 156‑111; "Acuerdos y Sentencias", 1998‑VI‑386; Ac. 75.619, sent. del 10‑IV‑2001 en "D.J.B.A." 160‑230).


De tal manera, la concubina se encuentra legitimada para reclamar los daños y perjuicios por la muerte de su compañero si demuestra ser una damnificada indirecta del hecho ilícito (conf. art. 1079 del Código Civil). Norma que debe ser interpretada en función de la amplitud que emerge tanto de sus propios términos como de la situación existencial que define (conf. Ac. 86.304, sent. del 27‑X‑2004 en "La Ley Buenos Aires" 2005‑43).


En ese orden de ideas, para reclamar indemnización del daño material provocado por la muerte de su compañero, le basta con demostrar una relación "de facto" similar al matrimonio en forma estable y prolongada y que dependía económicamente de la víctima (conf. Ac. 75.619, sent. del 10‑IV‑2001 en "D.J.B.A." 160‑230).


En autos, el rechazo de la pretensión resarcitoria se ha basado en el caso en la falta de acreditación ‑a juicio del a quo‑ de la relación concubinaria que portara las calidades definidas ut supra.


Tal conclusión, que apunta a las circunstancias fácticas de la causa, no ha sido rebatida idóneamente por el recurrente, quien se limita a exponer su parecer disidente, pero sin demostrar que en las afirmaciones sostenidas en el pronunciamiento se halle el vicio lógico que permita a este Tribunal la revisión de los hechos.


En efecto, el a quo ha desestimado los testimonios de la información sumaria por tratarse de declaraciones de carácter general que no logran sostener los presupuestos necesarios para que prospere la pretensión esgrimida, sin que el impugnante haya demostrado el absurdo en la apreciación de los mismos.


Tampoco ha acreditado que resulte equivocada la afirmación de la Cámara en punto a que las declaraciones vertidas en ocasión del pedido de beneficio de litigar sin gastos fueran realizadas después de dictada la sentencia de primera instancia y que no abonan los requisitos necesarios para el sostenimiento de la pretensión.


La valoración de la prueba en general, así como la potestad de dar preferencia a determinados elementos de juicio por sobre otros, constituyen facultades propias de los Tribunales de alzada que sólo en caso de alegación y demostración de absurdo, pueden ser revisadas en sede extraordinaria (conf. Ac. 47.682, sent. del 6‑IV‑1993; Ac. 91.362, sent. del 14‑XII‑2005; entre muchas otras).


En ese orden, adviértase que, pese a lo que expone la recurrente en el "tercer agravio" (fs. 692 vta.), no logra conmover la decisión del a quo de desestimar la pericial psicológica por inidónea, en razón de que la misma fue elaborada "... en base a manifestaciones de la interesada...". Por el contrario, construye un argumento crítico paralelo al desarrollado en el fallo, que no logra demostrar, en definitiva, que el razonamiento del juzgador se encuentre viciado.


Tampoco se hace cargo de impugnar adecuadamente y demostrar la sinrazón de la afirmación que efectúa la Cámara, relativa a que la valoración del incidente acollarado a los autos llevaría a la violación del contradictorio. Erradamente, su agravio se centra en justificar la tramitación, sin control de la contraparte, de esas actuaciones y no demuestra lo verdaderamente relevante para su interés, esto es, la absurdidad de la decisión de no admitirlo como prueba del concubinato alegado por la actora.


En punto a la inaplicación del principio de la reparación plena (arts. 1079 y 1109 del Código Civil), corresponde poner de relieve que, frente a la decisión del a quo de rechazar "el resto de las quejas" por la falta de acreditación de su calidad de concubina de la víctima (v. fs. 682 y vta.), la recurrente reiteró su discrepancia con esa conclusión y con la que invalidó el dictamen pericial psicológico, sin aportar nuevos elementos, por lo que valen para este tramo del recurso las mismas consideraciones expresadas en los párrafos precedentes.


Finalmente, tampoco prosperan los agravios referidos a los gastos de velatorio y sepelio y costas. En relación al primero de ellos, porque el rechazo del reclamo, en primera instancia, con fundamento en la falta de acreditación de la existencia de esos gastos y de que hubiesen sido afrontados por la actora, llega firme por falta de impugnación ante la Cámara (v. fs. 615 vta./671, 672).


En punto a las costas, porque el recurrente no ha siquiera denunciado la existencia de absurdo que, en caso de configurarse, facultaría a esta Corte a revisar la decisión de la instancia ordinaria recaída sobre su distribución (conf. doctr. Ac. 33.735, sent. del 9‑X‑1984; Ac. 38.640, sent. del 3‑V‑1988; Ac. 74.856, sent. del 19‑II‑2002; entre otras).


En razón de lo expuesto, el recurso ha de ser rechazado, con costas (arts. 279, 289 del C.P.C.C.).


Voto por la negativa. 


Los señores jueces doctores Genoud e Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votaron la cuestión también por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


I. Tal como lo he mencionado en la causa Ac. 54.867 ("Butalla", sent. del 15‑XII‑1998), si bien en anteriores oportunidades he coincidido en otorgar legitimación a la concubina para reclamar daños y perjuicios por la muerte de su compañero (v. mi voto en las causas Ac. 46.485, Ac. 48.914 y Ac. 49.730, sents. del 17‑II‑1998), resulta condición previa a dicha conclusión la de verificar si la unión mantenida reúne los requisitos mínimos para ser calificada como concubinato.


II. En este orden de ideas advierto, en general, cierta confusión en la utilización de la figura del concubinato, que bien puede meramente ser producto de una simplificación del lenguaje utilizado, en miras a expresarse con términos usuales, o por el contrario, implicar una técnica desaconsejable en orden a la precisión que es necesario observar para no designar en forma homónima situaciones desiguales, con la consecuente perplejidad que ello inevitablemente acarrea.


Es que en mi criterio, no es tan dificultosa la cuestión de acordar o no legitimación a la concubina para accionar (sobre la que por otra parte tengo emitida ya opinión en la causa citada Ac. 48.914, "Gómez, Sixta Delia c/Czokoly, Rubén Eduardo s/ Daños y perjuicios", a la que remito), cuanto la de determinar en qué casos nos encontramos frente a una relación concubinaria y, consecuentemente, quién puede ser designado concubino.


En el precedente mencionado al comienzo (Ac. 54.867), me he explayado extensamente sobre la problemática, a lo cual también me remito y dejo a salvo en el presente voto, pues aquí observo que previamente a un abordaje semejante nos hallamos ‑tal como se manifiesta a partir del punto III, octavo párrafo, del voto del doctor Negri‑ frente a facultades propias del tribunal a quo, que sólo en caso de alegación y demostración de absurdo puede ser revisada en esta sede extraordinaria. Circunstancia que como evidencia mi colega no logra el recurrente. 


En efecto, obsérvese que los motivos que llevaron a la Cámara a confirmar la sentencia de primera instancia, se asientan básicamente en la falta de idoneidad de las pruebas en sí mismas (v. fs. 681 vta./682), sin haber llegado siquiera a la valoración concreta de las mismas a partir de las exigencias que según el tribunal de grado debe reunir el concubinato. 


Esta última consideración, me exime de desarrollar lo que consideré ‑en la causa Ac. 54.867 mencionada‑ la dificultad principal de esta cuestión: en qué casos nos encontramos frente a una relación concubinaria.


III. Por lo tanto, con la salvedad efectuada, adhiero al voto del doctor Negri.


Voto por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas (arts. 84 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase. 
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